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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

PRIMERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 118/2023/1
PARTE ACTORA: 

********** ********** ********** 
AUTORIDAD DEMANDADA:

ORGANISMO INTERMUNICIPAL METROPOLITANO DE AGUA POTABLE, ALCANTARILLADO, SANEAMIENTO Y SERVICIOS CONEXOS  DE LOS MUNICIPIOS DE CERRO DE SAN PEDRO, SAN LUIS POTOSI Y SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO. 
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, veintiuno de febrero de dos mil veinticuatro.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 118/2023/1; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito recibido el dos de febrero de dos mil veintitrés, ********** ********** **********, compareció a demandar el crédito fiscal determinado en el contrato 218511, estado de cuenta IN-1128406, con un total a pagar de $4,661.03 (cuatro mil seiscientos sesenta y un pesos 03/100 M.N.), emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS).
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El catorce de febrero de dos mil veintitrés se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a la autoridad señalada como demandada, emplazándola para que en el término de ley formulara su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda y se concedió la medida cautelar para los efectos y en los términos ahí precisados.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las 10:00 diez horas del veintiséis de abril de dos mil veintitrés, se celebró la audiencia de ley en este juicio, se inició la diligencia sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos, dio lectura al escrito inicial de demanda así como al oficio de contestación de la demanda; asimismo, se hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. Acto seguido, en período de pruebas, la Magistrada tuvo por desahogadas dada su propia y especial naturaleza, el material probatorio consistente en documentales, presuncional legal y humana e Instrumental de Actuaciones, que fueron ofrecidas en tiempo y forma. Se procedió al desahogo de la prueba de inspección ocular ofertada por la demandada, misma que no se pudo desahogar por las razones asentadas por el Secretario de Acuerdos, hecho lo cual se difirió la audiencia para el treinta y uno de enero de dos mil veinticuatro, fecha en la que se procedió al desahogo de dicha probanza cuyo resultado consta a fojas 61 a 64 de autos. En atención a lo anterior, la Magistrada acordó en la reanudación de audiencia que, al no haber pruebas pendientes por desahogar, se cerró ese período y declaró abierto el periodo de alegatos respecto de lo cual el Secretario de Acuerdos certificó que las partes no formularon alegatos, por lo que con lo anterior se dio por terminada la audiencia, y se citó para resolver en definitiva el presente asunto.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa con residencia en la ciudad de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracciones I y III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades fiscales de un organismo descentralizado del ámbito municipal, respecto del cual se ejerce jurisdicción y con motivo de la aplicación de un cobro de naturaleza fiscal.

SEGUNDO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, inciso b), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha del Acto Impugnado
	Fecha de conocimiento
	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda

	No precisada
	19 de enero de 2023
	20 de enero de 2023 al 03 de febrero de 2023

	02 de febrero de 2023


Como se desprende que cuadro inserto, la interposición de la demanda es oportuna, porque a la fecha de presentación de la misma se encontraba transcurriendo el plazo para su promoción.

TERCERO.- Legitimación. De conformidad con lo que precisa el numeral 221 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, procede el estudio de la personalidad y legitimación de las partes.

En lo que respecta a ********** ********** **********, su personalidad e interés jurídico no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio, de acuerdo con el artículo 231, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, y es el caso que acompaña el crédito fiscal determinado en el contrato 218511, estado de cuenta IN 1128406, el que se encuentra a nombre del impetrante, por lo que es innegable que cuenta con el interés para controvertir dicho acto impugnado.
Ahora, tocante a la personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, quien compareció por conducto de la titular de la Dirección Jurídica, la misma se encuentra acreditada ante este Tribunal de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado, pues el compareciente exhibió copia certificada del nombramiento con el que acredita su carácter, documento que es visible en foja 37 de este expediente.

Las documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
CUARTO.- Existencia del acto. Se procede a precisar el acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.

El acto materia de impugnación lo constituye el crédito fiscal determinado en el contrato 218511, estado de cuenta IN-1128406, con un total a pagar de $4,661.03 (cuatro mil seiscientos sesenta y un pesos 03/100 M.N.), emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), habiéndose acreditado dicho acto mediante la documental que fue exhibida por la parte actora, visibles en fojas de 9 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí.

QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En atención al análisis oficioso que se realiza por parte de esta Primera Sala Unitaria a las constancias que integran este sumario, se advierte que no existe causa alguna que haga evidente la improcedencia o sobreseimiento del juicio, por lo que se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

SEXTO.- Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora son visibles a fojas 03 a la 06 del sumario, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SÉPTIMO.- Estudio. El Primer Concepto de Impugnación que hace valer la demandante es fundado y suficiente para decretar la nulidad del acto que se combate, ello de acuerdo a las siguientes consideraciones legales: 

A. 
Problema jurídico.
Primeramente, se tiene que la cuestión a debate, es analizar la legalidad o ilegalidad en su caso, del crédito fiscal determinado en el contrato 218511, estado de cuenta IN-1128406, con un total a pagar de $4,661.03 (cuatro mil seiscientos sesenta y un pesos 03/100 M.N.), emitido por el Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS).  

De ese orden, es pertinente señalar que como en el acto impugnado se determina un adeudo a cargo de la actora por la cantidad  señalada, por consumo de los servicios de agua potable que presta el organismo demandado, la materia en esta controversia es de naturaleza fiscal, porque el cobro impugnado es un crédito fiscal conforme a los artículos 178 de la Ley de Aguas del Estado de San Luis Potosí; 51, 52, 56 y 57 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de San Luis Potosí y 7º, fracción I, inciso b) del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.

Ahora bien dentro del primer Concepto de Impugnación, la parte actora aduce en esencia que el acto impugnado resulta indebidamente fundado e inmotivado e infringe la garantía de seguridad jurídica, porque no se ha beneficiado con la utilización de los servicios públicos, por lo que la autoridad pretende cobrar un crédito fiscal, el cual el suscrito no causó, pues niega lisa y llanamente que se le haya prestado el servicio público de suministro de agua potable que la demandada brinda en su domicilio, pues no se benefició ni utilizó el servicio de agua potable.

Ahora bien, respecto de tales presupuestos, el representante legal del organismo demandado argumentó que el cobro que se hace por medio del estado de cuenta con folio IN 1128406, se encuentra debidamente fundado y motivado en la Ley de Cuotas y Tarifas publicadas en el Periódico Oficial del Estado de San Luis Potosí, y conforme a las disposiciones contenidas en los diversos ordenamientos legales que invoca, además señala la facultad del Organismo Operador para prestar y realizar el cobro por la prestación de los servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento, cobro que se realiza por la prestación del servicio de agua potable, alcantarillado y saneamiento que gozó y consumió la parte actora.

B. Decisión.

Como se anticipó, es fundado el agravio reseñado.
Del estudio del primer concepto de impugnación se puede destacar en síntesis, que la accionante alega medularmente las siguientes premisas:

a) Que la autoridad presupone que la actora ha efectuado un consumo de agua.

b) Que la autoridad no acredita ni prueba con elemento alguno que se haya actuado conforme a derecho.

c) Que el consumo de agua que se le atribuye nunca fue realizado.

d) Que la carga de la prueba para acreditar en juicio la existencia de tales consumos corre a cargo de la autoridad demandada, toda vez de que la parte actora niega lisa y llanamente haber efectuado consumo de agua que deba pagar.

Ahora bien, previo a determinar la carga de la prueba, debemos considerar que el artículo 45 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, señala que corresponde a la autoridad probar la existencia de la causa de la contribución, cuando los contribuyentes nieguen lisa y llanamente el hecho generador del tributo, ello según se ve de la transcripción del mismo:

“ARTICULO 45.- Los contribuyentes pueden negar lisa y llanamente los hechos que sirvan para motivar un acto de autoridad, correspondiendo entonces a ésta, la obligación de probar sus afirmaciones.

No obstante lo anterior, los actos de las autoridades gozan de una presunción de legalidad.”  

En efecto, del numeral transcrito se obtiene que si bien los actos y resoluciones de las autoridades fiscales gozan de la presunción de legalidad, corresponde a éstas acreditar los hechos que motiven tales actuaciones cuando el afectado por un acto o resolución los niega lisa y llanamente. De ello se sigue que la presunción de legalidad subsiste siempre y cuando el particular no niegue lisa y llanamente los hechos que motivan el acto de autoridad.

En la especie, se destaca que la actora en su escrito inicial de demanda negó lisa y llanamente haber realizado consumo alguno por el cual sea posible la determinación del supuesto adeudo que la demandada pretende hacerle acreedora, y que para el origen de la causación de la contribución por derechos de agua, se requiere de elementos de prueba suficientes que acrediten la legal existencia del consumo de los productos, y señala que no existen elementos que sustenten el hecho que sirve de causa o motivo al cobro respecto del consumo de agua, según se desprende del estudio integral de la demanda, por lo que si produjo su negativa lisa y llana respecto del hecho generador de la contribución que se le reclama, se concluye la carga probatoria conforme al numeral 45 del Código Fiscal en cita, corre a cargo de la autoridad demandada, quien tiene la obligación legal de justificar la procedencia de los cobros ahora impugnados.

En tales circunstancias y como fue señalado en párrafos precedentes, la carga de probar la existencia de los consumos de agua potable -base o hecho generador del cobro reclamado-, recae en la autoridad demandada; quien, cabe señalar, no tiene impedimento legal para hacerlo, pues conforme lo dispone el artículo 221 segundo y último párrafos, de la Ley de Aguas para el Estado de San Luis Potosí, la lectura de los aparatos medidores para determinar el consumo de agua en cada toma, se hará por personal autorizado conforme a la distribución de los usos, quedando dicho formato, a disposición de los usuarios para su consulta en las oficinas del prestador de servicios, de donde se concluye, que si dicho formato en el que se efectúo la toma de lectura de los medidores se encuentra a disposición de los usuarios en la oficina del prestador de servicio, también resulta que válidamente se puede aportar en juicio por la demandada, dicho artículo es del tenor literal siguiente:

“ARTICULO 221. Los usuarios están obligados a permitir el acceso al personal del prestador de los servicios debidamente acreditado, al lugar o lugares en donde se encuentren instalados los medidores para que tomen lectura de éstos.

La lectura de los aparatos medidores para determinar el consumo de agua en cada toma o derivación, se hará por personal autorizado conforme a la distribución de los usos, en los términos de la reglamentación respectiva.

Quien realice la lectura de los medidores llenará un formato, verificando que el número del medidor y el domicilio que se indique sea el correspondiente, y se expresará la lectura del medidor o la clave de no lectura, en su caso.

El formato en el que conste la lectura quedará a disposición de los usuarios para su consulta en las oficinas del prestador de servicios, del que podrán obtener copia en forma gratuita, previa solicitud por escrito.”

En tal sentido, como pruebas para justificar la procedencia del cobro impugnado, la autoridad ofreció los siguientes medios de convicción:

“1.- DOCUMENTAL PRIMERA.- Copia certificada del nombramiento expedido a mi favor por el director general del Organismo Intermunicipal de Agua Potable, Alcantarillado y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez (INTERAPAS), en fecha 06 DE MARZO DEL 2023, con número de oficio IN/DG/078/2023, mismo que se anexa al presente. (...).
2.- CONFESIONAL EXPRESA.- Consistente en todas y cada una de las manifestaciones vertidas y no vertidas en el escrito inicial de demanda, como lo es de forma específica que la parte actora refiere haber celebrado un contrato de prestación de servicios de agua potable, alcantarillado y saneamiento, al cual se le asignó como número de contrato 218511, sujetándose así a las cuotas y tarifas que refiere la ley, así como a las obligaciones señaladas en el artículo 187 de la LEY DE AGUAS PARA EL ESTADO, así como también que dicho actor en ningún momento manifiesta dentro de sus hechos de demanda carecer del servicio correspondiente a agua potable, alcantarillado y saneamiento, (…).  

3.- INSPECCIÓN OCULAR.- Inspección que se deberá llevar a cabo en el domicilio ubicado en ********** ********** ********** **********, FRACCIONAMIENTO ********** **********, DE SAN LUIS POTOSÍ CON NÚMERO DE CONTRATO **********, para lo cual este  tribunal deberá asignar a personal de su tribunal para efecto de que lleve a cabo dicha diligencia, en términos del artículo 111 y 112 del Código Procesal Administrativo para el Estado, misma que deberá llevarse a cabo atendiendo los siguientes extremos:

a).- Este tribunal deberá de verificar si en el domicilio ubicado en ********** ********** ********** **********, FRACCIONAMIENTO ********** **********, DE SAN LUIS POTOSÍ CON NÚMERO DE CONTRATO ********** cuenta con medidor instalado.
b) en caso de ser afirmativa donde se encuentra ubicado el medidor. (Tomar fotografías)

c).- donde se encuentra ubicada la toma de agua. (Tomar fotografías)

d).- En caso de existir el medidor instalado en el domicilio ubicado en ********** ********** ********** **********, FRACCIONAMIENTO ********** **********, DE SAN LUIS POTOSÍ CON NÚMERO DE CONTRATO **********, el mismo se encuentra ubicado a la vista para efecto de que se pueda tomar las lecturas con accesibilidad por parte del personal de este organismo, y que certifique donde se encuentra instalado, (anexe fotografías de su ubicación).

e).-Que verifique si el domicilio ubicado en ********** ********** ********** **********, FRACCIONAMIENTO ********** **********, DE SAN LUIS POTOSÍ CON NÚMERO DE CONTRATO **********, cuenta con servicio de agua potable en el interior del mismo, hecho que se puede apreciar a simple vista, dado a que con abrir alguna de las llaves del interior del domicilio se puede OBSERVAR si cuenta con agua o no siendo que es lo único que debe determinar si cuenta con agua o no, sin necesidad de intervención de perito alguno.

f) Que verifique si el domicilio ubicado en ********** ********** ********** **********, FRACCIONAMIENTO ********** **********, DE SAN LUIS POTOSÍ CON NÚMERO DE CONTRATO **********, cuenta con agua potable en el aljibe y tinaco, hecho que se puede apreciar a simple vista, con tan solo abrir la tapa y OBSERVAR si hay agua o no, siendo que es lo único que debe determinar si cuenta con agua o no, sin necesidad de intervención de perito alguno.

4.- PRESUNCIONAL LEGAL Y HUMANA.- Consistente en todo lo que se refiere y beneficie a la parte que represento.

5.- INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES.- Consistentes en todas y cada una de las que constan en el expediente y todo lo que de hecho y por derecho beneficia a la parte que represento”

De las probanzas enunciadas se obtiene que la documental primera acredita la legitimación del compareciente quien se ostenta como Titular de la Unidad Jurídica del Organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez.

Con relación a la confesional expresa ofrecida por la demandada, debe decirse que la misma no le favorece a la enjuiciada, en la medida que si bien, de las referencias expresadas en el escrito inicial de demanda, no se infiere referencia hecha por parte de la actora en el sentido de reconocer la existencia del contrato 218511, o por su parte, donde reconozca el consumo en los volúmenes que refiere la enjuiciada, sino que en modo contrario a lo advertido por la demandada, el accionante de manera lisa y llana lo que niega es el consumo en los volúmenes y por los importes que establece la enjuiciada.
Tocante a la inspección ocular ofrecida por la demandada, su desahogo se advierte a fojas 61 a 64 de autos, de cuyo contenido se aprecia que en el domicilio ubicado en ********** ********** ********** **********, FRACCIONAMIENTO ********** **********, DE SAN LUIS POTOSÍ CON NÚMERO DE CONTRATO ********** si se cuenta con medidor instalado, el cual se ubica en la cochera a menos de 30cm treinta centímetros de la reja, cuya toma de agua está precisamente en la cochera y que es visible la toma de lecturas ya que se encuentra instalado a un costado de la pared derecha; medio de convicción que no produce beneficio a su ofertante, pues el resultado de la misma, el cual merece valor probatorio pleno y justifica que contrario a lo afirmado por la enjuiciada, en el inmueble materia de controversia, si existe medidor, por lo que la enjuiciada está en posibilidad de generar las lecturas correspondientes, sin que por si misma dicha probanza sea suficiente para acreditar los extremos de su defensa.

Por lo que respecta a la Presuncional legal y humana, no le favorece a la autoridad, ante la ausencia de deducciones que deriven de hechos o del derecho invocado en el presente juicio, y la Instrumental de actuaciones, no produce beneficio a su ofertante, pues no hay constancia en el presente sumario que sea susceptible de hacer valor probatorio pleno y justificar los extremos de su defensa.


En conclusión, los medios de prueba ofertados por la autoridad resultan insuficientes para justificar la procedencia de su defensa, concretamente que el actor si ha efectuado el consumo de agua potable en los volúmenes que se le imputan, para que en esa virtud se actualice la obligación de pago, pues la autoridad tiene la obligación de acreditar la legalidad de sus actos ante la negativa lisa y llana formulada por el demandante, respecto de los hechos que generaron el acto impugnado, de ahí que es válido concluir que debe tenerse por no probado el hecho relativo al consumo de agua potable que se le imputa al actor.

En esa tesitura, si la actora negó lisa y llanamente el adeudo que tiene su origen en el consumo de agua potable y que en tal sentido, le resulte obligación del pago que le es reclamado por la autoridad demandada, ya que es el consumo de agua potable el hecho causal que generaría conforme a la norma, el pago de los derechos correspondientes a ese consumo, y la autoridad demandada fue omisa en aportar medios de prueba que justificaran plenamente los consumos por los volúmenes atribuidos al demandante, ya que como se ha manifestado, ante la negativa lisa y llana del actor respecto al hecho generador que da causa a la determinación de la contribución, la autoridad demandada debe demostrar con toda claridad y precisión su motivo o causa generadora, sin que en el caso así haya acontecido.

Sirven de apoyo a lo anterior y por analogía con el tema tratado, los criterios emitidos por los Tribunales de la Federación que enseguida se transcriben:

“CRÉDITO FISCAL. CUANDO EL ACTOR NIEGA LISA Y LLANAMENTE SU ORIGEN Y NOTIFICACIÓN CORRESPONDE A LA AUTORIDAD DEMANDADA LA CARGA DE LA PRUEBA. Conforme al artículo 68 del Código Fiscal de la Federación, los actos y resoluciones de las autoridades fiscales se presumirán legales; empero, éstas deberán probar los hechos que motiven los actos o resoluciones si el afectado los niega lisa y llanamente, excepto cuando la negativa implique la afirmación de un hecho diverso. De lo anterior, se deduce que la presunción de legalidad a que alude dicho numeral subsiste en principio, por disponerlo así en forma categórica el propio precepto, pero ante la negativa lisa y llana del actor respecto al conocimiento del origen del crédito y su respectiva notificación, la autoridad demandada debe demostrar con toda claridad y precisión su motivo o causa generadora, así como la forma y términos en que se llevó a cabo la notificación respectiva.”
 

“DOCUMENTOS DETERMINANTES DEL CRÉDITO FISCAL. LA AUTORIDAD DEMANDADA DEBE EXHIBIRLOS EN EL JUICIO DE NULIDAD, INDEFECTIBLEMENTE, AL PRODUCIR SU CONTESTACIÓN DE DEMANDA, PARA QUE EL ACTOR PUEDA CONOCERLOS. De acuerdo con el principio de congruencia establecido en el artículo 237 del Código Fiscal de la Federación y a la tesis aislada sustentada por este tribunal con el número VI.2o.A.26 A, de rubro: "ACTO ADMINISTRATIVO. SI EL ACTOR NIEGA CONOCERLO, LA AUTORIDAD DEMANDADA ESTÁ OBLIGADA A EXHIBIRLO, ASÍ COMO LA CONSTANCIA DE SU NOTIFICACIÓN, AL FORMULAR SU CONTESTACIÓN DE DEMANDA, CONFORME LO DISPONEN LOS ARTÍCULOS 209 BIS Y 210 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN.", publicada en la página mil setenta y tres, Tomo XIV, octubre de dos mil uno, Novena Época del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, se llega al convencimiento de que si el actor en el juicio de nulidad manifiesta desconocer en su escrito de demanda el origen del adeudo fiscal, los conceptos que lo conforman y su cuantía, la autoridad hacendaria tiene la ineludible obligación de exhibir todos y cada uno de los documentos relativos al momento de formular la contestación de demanda a fin de que, por una parte, se desvirtúe la negativa lisa y llana del actor y, por otra, que éste los conozca y, en su caso, pueda controvertirlos en el escrito de ampliación de la demanda, de modo que de no hacerlo así, se rompe con el principio de igualdad de las partes en el proceso, toda vez que si la demandada presenta las constancias hasta la contestación de la ampliación de la demanda, es inconcuso que para entonces el actor se encuentra impedido para combatirlas, puesto que ningún precepto del Código Fiscal de la Federación permite que haya una segunda ocasión para ampliar el ocurso de demanda, ni que haya una cadena indefinida de réplica y contrarréplica de los litigantes, y la razón fundamental de esto fue la de evitar que se prolonguen innecesariamente los juicios.”

“CRÉDITO FISCAL. CUANDO EL ACTOR NIEGA LISA Y LLANAMENTE SU ORIGEN Y NOTIFICACIÓN CORRESPONDE A LA AUTORIDAD DEMANDADA LA CARGA DE LA PRUEBA. Conforme al artículo 68 del Código Fiscal de la Federación, los actos y resoluciones de las autoridades fiscales se presumirán legales; empero, éstas deberán probar los hechos que motiven los actos o resoluciones si el afectado los niega lisa y llanamente, excepto cuando la negativa implique la afirmación de un hecho diverso. De lo anterior, se deduce que la presunción de legalidad a que alude dicho numeral subsiste en principio, por disponerlo así en forma categórica el propio precepto, pero ante la negativa lisa y llana del actor respecto al conocimiento del origen del crédito y su respectiva notificación, la autoridad demandada debe demostrar con toda claridad y precisión su motivo o causa generadora, así como la forma y términos en que se llevó a cabo la notificación respectiva.”

De todo lo anterior se concluye que la demandada no logró demostrar la validez de su acto, con respecto de los hechos negados por la Actora en los términos del artículo 45 del Código Fiscal del Estado, lo que se traduce en que no se probó en este juicio que la Demandada hubiera causado el adeudo que por concepto de la aplicación de cuotas y tarifas del servicio público de agua potable, alcantarillado,  tratamiento que se le determinó en el estado de cuenta impugnado, toda vez que no se probó en el presente  juicio que haya efectuado el consumo de agua, lo que solo podía demostrarse con la comprobación de que se tomaron las lecturas de los aparatos medidores por el personal autorizado en los términos de la reglamentación respectiva al constituir la lectura el medio legal para determinar el consumo de agua, y toda vez que el consumo de agua es precisamente el hecho generador del tributo que se le exige, de ahí que al no encontrarse demostrada la existencia de uno de los elementos esenciales del tributo, es concluyente que la determinación crediticia efectuada por la autoridad Demandada se torna en ilegal. 

En este sentido, y toda vez que de conformidad con el artículo 8º del Código Fiscal del Estado, las contribuciones se causan cuando se realiza el hecho o acto jurídico previsto en la Ley respectiva, naciendo así la obligación fiscal,  y toda vez que en el caso que nos ocupa, la Autoridad Demandada no probó en este juicio que la actora realizó el hecho generador del tributo en el periodo contemplado en el acto impugnado, se determina que no demostró en consecuencia, que haya nacido a su cargo la obligación fiscal que le determinó por dicho periodo. 

Luego entonces, esta Sala considera que el acto impugnado se ubica en la causal de ilegalidad prevista por el artículo 250 fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por lo que con fundamento en lo dispuesto por los artículos 251 de la citada Codificación legal, resulta procedente declarar la Ilegalidad del estado de cuenta con folio IN1128406, emitido por el organismo Intermunicipal Metropolitano de Agua Potable, Alcantarillado, Saneamiento y Servicios Conexos de los Municipios de Cerro de San Pedro, San Luis Potosí y Soledad de Graciano Sánchez, por lo que se determinó el adeudo a cargo de la parte actora por los diversos conceptos y cantidades que en el recibo se contienen, y por ende se decreta su NULIDAD TOTAL, dejándolo sin efecto legal alguno.

Resultando innecesario el estudio de los restantes conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, en acatamiento por analogía, al criterio emitido por la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación, visible en la Página 8, Tomo: Informe 1982, Parte II, Tesis 3, Séptima Época; que dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS. Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de éstos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la Justicia Federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja.”

C. Efectos
En ese sentido, en base a lo dispuesto en los artículos 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, con el fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados; se ordena a la autoridad demandada, los siguientes efectos: 

1. Cancelar o dar de baja de los controles manuales o informáticos, padrones o cualquier tipo de sistema de control administrativo con que el Organismo cuente, los cobros que se establecen en el recibo con número de folio IN 1128406, emitido por el Organismo demandado, el cual se justifica con la documental que obra a fojas 9 del presente expediente y los meses de adeudo que se contienen tanto en el acto impugnado por 1 meses como adeudo anterior a cargo del actor, y que se establecen en los registros y sistemas de control aplicables de la demandada; haciendo las anotaciones, ajustes o afectaciones contables que sean pertinentes a efecto de que el crédito fiscal que fue materia de esta controversia, sea nulificado, a efecto de que no vuelva a ser exigido al accionante, notificándole sobre las acciones que realice.

2. Informar a este Tribunal sobre dicho cumplimiento y acompañar para acreditarlo copia certificada de las constancias correspondientes, inclusive de los oficios emitidos para ese efecto.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, fracciones I y III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se RESUELVE:
PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resulto competente para resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta la ILEGALIDAD e INVALIDEZ, por ende, la NULIDAD del acto impugnado consistente en el crédito fiscal determinado en el contrato 218511, estado de cuenta IN 1128406, con un total a pagar de $4,661.03 (Cuatro mil seiscientos sesenta y un pesos 03/100 M.N.), por lo que se deja sin efecto legal alguno, en los términos y por las razones vertidas en el último considerando de esta resolución.

TERCERO.- Notifíquese personalmente al actor y por oficio a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, la Licenciada Ma. Eugenia Reyna Mascorro, Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Eduardo Peredo Gómez, que autoriza y da fe.- (RUBRICAS)
EL SUSCRITO SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA PRIMERA SALA UNITARIA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA, CERTIFICA: QUE LAS PRESENTES COPIAS FUERON SACADAS DE SUS ORIGINALES CON LAS CUALES CONCUERDAN EN TODAS Y CADA UNA DE SUS PARTES.

SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P.,  VEINTITRÉS DE FEBRERO DE DOS MIL VEINTICUATRO.

EL  SECRETARIO  DE ACUERDOS DE

LA PRIMERA SALA UNITARIA  DEL TRIBUNAL ESTATAL  DE

JUSTICIA  ADMINISTRATIVA DEL  ESTADO

LICENCIADO EDUARDO PEREDO GÓMEZ
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